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Respetuosamente a usted. 

 

 

JUAN GUILLERMO ZAPATA CARMONA, mayor de edad, identificado como aparece al pie 

de mi correspondiente firma, actualmente nombrado en calidad de ADMISTRADOR DE LA 

UNIDAD RESIDENCIAL ALTAMIRA P.H. por el Consejo de Administración encabezado por 

la Señora MARÍA NANCY VALENCIA C. y otros,- (usted se preguntará el porque me nombro 

como Administrador y nombrar a la Señora Nancy como Consejera, pues en la lectura de la 

presente Acción de Tutela se verá la respuesta) –, por medio del presente me permito 

interponer ante su Honorable Despacho ACCIÓN CONSTITUCIONAL DE TUTELA conforme 

los lineamientos del artículo 86 de la Constitución Política de Colombia y demás normas 

concordantes y concomitantes. 

 

Así las cosas entonces, me dispongo a presentar los hechos y las peticiones en que se 

fundamenta esta ACCIÓN CONSTITUCIONAL DE TUTELA de la siguiente manera: 

 

 

 

 



HECHOS 

 

PRIMERO. – Debe conocer su Señoría que mediante el ACTA DE REUNIÓN 

EXTRAORDINARIA 01 DEL 09 DE JULIO DE 2023, el CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN de 

la Unidad Residencial Altamira P.H. que fungía sus funciones en ese momento, encabezado 

por la Señora MARÍA NANCY VALENCIA C., decidió nombrar a la Señora MARÍA VICTORIA 

MENDOZA HINESTROZA como Administradora de la Unidad Residencial Altamira P.H. 

  

SEGUNDO. – La mencionada ACTA DE REUNIÓN EXTRAORDINARIA 01 DEL 09 DE JULIO 

DE 2023 se encuentra plenamente legalizada y bajo los atributos que no solamente la ley le 

otorga a los Consejeros de Administración de la copropiedad sino la propia Asamblea de 

Copropietarios le otorgó a esas personas como consejeros, por consiguiente, no existió 

ningún tipo de afectación a la misma, hecho cierto que esa Señora MARÍA VICTORIA 

MENDOZA HINESTROZA fue administradora de la copropiedad. 

 

TERCERO. – Encontrándose la Señora MARÍA VICTORIA MENDOZA HINESTROZA cargo 

de Administradora de la Unidad Residencial Altamira P.H., para el día sábado 03 de febrero 

del año 2024, los miembros del Consejo de Administración de la Unidad Residencial Altamira 

P.H. encabezado por la Señora MARÍA NANCY VALENCIA C. se acercaron a la oficina de la 

administración de la copropiedad con la única finalidad de hacerle entrega de un documento 

mediante el cual, le notificaban a la Señora MARÍA VICTORIA MENDOZA HINESTROZA 

que le TERMINARÍAN EL CONTRATO LABORAL con ella suscrito para los fines propuestos, 

es decir, la administración de la copropiedad. 

 

CUARTO. – Ese día sábado 03 de febrero del año 2024 se presentó un hecho vergonzoso 

propiciado por la Señora MARÍA VICTORIA MENDOZA HINESTROZA, pues una vez los 

integrantes del Consejo de Administración se acercaron a dialogar con usted, inmediatamente 

lo que propuso usted fue llamar a las personas que la apoyan en la Unidad y hasta el punto 

de llamar a la Policía Nacional, con la finalidad de que los mismos agentes del orden 

supuestamente intervinieran en una actuación que no se vislumbraba como hecho delictivo 

ni mucho menos como querellable (usted como abogada conoce cuales son las actuaciones 

de la policía nacional para que puedan realizar una debida intervención).  

 



El argumento según diálogo con los Señores del Consejo de Administración fue que usted 

manifestó que no iba a recibir ni mucho menos procedería a firmar la el documento de 

terminación del Contrato que la ataba a usted con la Unidad Residencial nombrada varias 

veces, y que dicha situación era irregular porque no se podía hacer ese procedimiento como 

lo estaban haciendo, cuando si usted bien lo recuerda la Administradora anterior a usted fue 

despedida de la misma manera como lo hicieron con usted, y que usted misma fue la que 

propuso la firma de despido de la persona que la precedió a usted como administradora hasta 

el punto de llegar a frenar y no dejar hacer la Asamblea Ordinaria que para ese momento se 

tenía agendada, porque según usted, esa administradora ya no tenía esa función; haga de 

cuenta Señor que ese es el mismo caso, pero ya usted como protagonista. 

 

Entonces cabe la pregunta… ¿tiene alguna diferencia la terminación del contrato de la 

administradora que la precedió a usted como se le terminó el contrato a usted?, y en caso de 

ser positivo, espero la respuesta más jurídica del caso, no una respuesta de una persona que 

solo busca reconocimiento en la Unidad, sino de una profesional del derecho como lo 

manifiesta ser usted. 

 

Ese hecho quedó grabado en video, mismo que fue enviado a los mismos habitantes de la 

Unidad Residencial Altamira y montado a la plataforma de la página de Facebook de la 

Unidad, mismo que si usted desea se puede adjuntar el link de los videos. Dejando no solo 

mal visto su comportamiento sino el de los Consejeros de la Unidad y de las personas que 

allí se encontraban queriéndose dar pantalla. 

 

QUINTO. – Dejando ya de lado ese tema, PERO QUE BIEN IMPORTANTE SI RESULTA SER 

PARA LOS FINES PROBATORIOS POR SI SE REQUIERE INICIAR UNA ACCIÓN PENAL, 

CIVIL Y LABORAL POR ESTE SUSCRITO no solo a usted como persona natural sino además 

a la Unidad Residencial, pasaremos al tema de la aplicación de la terminación de su contrato 

laboral, que como usted bien lo sabe el mismo finalizó desde el sábado 03 de febrero de 

2024, pues en tratándose de notificaciones que tienen sentido jurídico en el Código 

Sustantivo del Trabajo y por analogía en el Código General del Proceso, usted fue conocedora 

de tal decisión propiciada por parte de los Consejeros de Administración, que para el efecto 

jurídico cuentan con todas y cada una de las condiciones y facultades para ello, pues así se 

dio a conocer en la Asamblea Ordinaria del año 2023. 



Así las cosas, no solo usted ya no fungía como Administradora de la Unidad Residencial 

Altamira PH, sino que además de todo, procedió a realizar el día 07 de febrero del año 2024 

la ASAMBLEA ORDINARIA, situación que hace más gravosa a situación, pues allí se tomaron 

decisiones bastante trascendentales como el nombramiento de un nuevo CONSEJO DE 

ADMINISTRACIÓN, por no decir otras. Y peor aún, Asamblea que no se debió llevar a cabo 

por irregularidades de que tratan los artículos 39, 40, 41 42 y demás concordantes al respecto 

(en caso de tener prueba en contrario, se solicitará sea anexada para efectos probatorios). 

  

De la misma manera, se tiene reporte que para el día 31 de enero de 2024 usted había 

convocado a la Asamblea, misma que no se llevó a cabo por falta de quorum, pero que sin 

embargo, usted realizó varios acercamientos con la poca comunidad que allí se reunió y dio 

a conocer varios puntos que POR OBLIGACION DEBIERON SER TOMADOS EN ASAMBLEA, 

NO EN REUNIONES POR FUERA DE ASAMBLEA. 

 

SEXTO. – Continuando con el tema de las decisiones trascendentales tomadas en la Asamblea 

Ordinaria del día 07 de febrero de 2024, reitero, siendo el presente firmante el 

ADMINISTRADOR DESIGNADO POR EL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN DEL AÑO 2023, 

se llevó a cabo el nombramiento de un nuevo Consejo de Administración, mismo que 

aparentemente es encabezado por el Señor JORGE BUSTAMANTE (digo que aparentemente 

toda vez que no cuento con la información verídica pero que según ciertas situaciones lo 

hacen parecer), quien según información enviada cuenta con un abonado celular 313 614 

9932. Este Señor se comprometió con la Señora Nancy quien funge como Presidente del 

Consejo de Administración del período 2023 a sostener una reunión el día 10 de febrero de 

2024, mismo que incumplió la cita por motivos desconocidos. Sin embargo, este señor con 

el amparo de suyo y que aún se considera Administradora de la Unidad Residencial Altamira 

PH, decidieron “dar por terminado el contrato de prestación de servicios de este servidor con 

la Unidad”, desconociendo todas las consecuencias jurídicas que ello acarrea, y que por 

demás, usted como abogada debe conocer muy bien y que debió reunirse junto con el 

abogado que supuestamente está llevando los procesos en la copropiedad, que para el caso, 

no se ha observado ningún proceso judicial en el año 2023 donde fue su periodo en la 

administración, y que por demás está decirlo desde ya, manifestó usted a la comunidad de 

Altamira como le llaman que había procesos iniciados. Prueba de ello se puede encontrar en 

el sistema TYBA de la página web de Rama Judicial. 



SÉPTIMO. – Para dar por finalizado este Derecho de Petición que servirá de elemento 

probatorio para todas las demás actuaciones judiciales que se iniciarán, solicitaré que usted 

Señora María Victoria realice entrega de la documentación que se le solicita, no sin antes 

advertirle que como Abogada, debe tener el conocimiento que la entrega de estos 

documentos y de la información debe ser SERIA, COMPLETA, SIN DILACIÓN Y 

JUSTIFICADA. 

 

OCTAVO. – Para evitar sospechas y demás comentaros que se puedan llegar a presentar tanto 

por usted como por su grupo de copropietarios de la Unidad Residencial Altamira PH, me 

voy a permitir hacer entrega de lo siguiente, aun cuando es de pleno conocimiento suyo, 

pero como reitero, esta petición me servirá como medio probatorio para futras acciones 

legales: 

 

1. ACTA REUNIÓN EXTRAORDINARIA 01 de fecha 09 de julio de 2023, en la cual se 

le nombró a usted como Administradora. 

2. ACTA REUNIÓN EXTRAORDINARIA DEL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN N° 02 

de fecha 02 de febrero de 2024, mediante la cual se le da por FINALIZADO su 

Contrato y seguidamente se nombra a este servidor como ADMINISTRADOR de la 

Unidad Residencial Altamira PH. 

3. Contrato de Prestación de Servicios de Administración suscrito entre la Señora María 

Nancy  Valencia C. y este servidor el día 03 de febrero de 2024 y legalizado ante la 

Notaría 16 del Círculo de Medellín el día 05 de febrero de 2024. 

4. Documento TERMINACIÓN DE CONTRATO LABORAL POR PARTE DEL 

EMPLEADOR CON JUSTA CAUSA de fecha 03 de febrero de 2024. 

5. Varios mensajes extraídos  

 

ELEMENTOS MATERIA DE PRUEBA 

 

1. ACTA DE REUNIÓN EXTRAORDINARIA 01 DEL 09 DE JULIO DE 2023. 

2. Copia de la notificación enviada a los propietarios o inquilinos (con poder) de la 

Unidad Residencial Altamira PH junto con sus anexos obligatorios de ley, donde se 

observe prueba de recibido, para la citación a la Asamblea Ordinaria. 

3. Acta o documento idóneo de la Asamblea Ordinaria fallida y llevada a cabo el día 31 

de enero de 2024, en la cual la cual se declaró fallida por falta de quorum. 



4. Grabación magnetofónica de la Asamblea Ordinaria fallida del día 31 de enero de 

2024. 

5. Acta de la Asamblea Ordinaria llevada a cabo el día 07 de febrero de 2024. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

o Artículo 25. El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus 

modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un 

trabajo en condiciones dignas y justas. 

 

o Artículo 83. Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán 

ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que 

aquellos adelanten ante estas. 

 

o Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en 

todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí 

misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. La protección 

consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o 

se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá 

impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, este lo remitirá a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. Esta acción solo procederá cuando el 

afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice 

como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En ningún caso 

podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. La ley 

establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares 

encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y 

directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado 

de subordinación o indefensión. 

 

o Artículo 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son 

independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que 



establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales 

se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento 

será desconcentrado y autónomo.  

 

o Artículo 229. Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración 

de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la representación de 

abogado.  

 

o Artículo 230. Los jueces, en sus providencias, solo están sometidos al imperio de la 

ley. La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina 

son criterios auxiliares de la actividad judicial. 

 

DESARROLLO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL FRENTE A LOS DERECHOS 

VUNERADOS 

 

o Artículo 25. El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus 

modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un 

trabajo en condiciones dignas y justas. 

   

DERECHO AL TRABAJO-Nueva orientación constitucional 

  

TRABAJO EN EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO-Alcance 

  

Dentro de la nueva concepción del Estado como Social de Derecho, debe entenderse 

la consagración constitucional del trabajo no sólo como factor básico de la organización 

social sino como  principio axiológico de la Carta;  y además, que constituye la 

actividad libre y lícita del hombre, que no sólo contribuye a su desarrollo y dignificación 

personal sino también al progreso de la sociedad, bien que se trate de una actividad 

independiente o subordinada. 

 

 

TRABAJO COMO DERECHO-Implicaciones 

 



El trabajo como derecho, implica una regulación fundada en la libertad para 

seleccionarlo, por lo que, salvo las restricciones legales, consiste  en la realización de 

una actividad libremente escogida por la persona dedicando a ella su esfuerzo 

intelectual o material, sin que puedan impedírselo los particulares ni el Estado a quien, 

por el contrario,  le compete adoptar las políticas y medidas  tendientes a su protección 

y garantía.     

 

(…) 

 

3. El derecho al trabajo 

 

Desde el Preámbulo de la Constitución, se anuncia como uno de los propósitos que 

animaron la expedición de la nueva Carta Política bajo la concepción del Estado como 

Social de Derecho,  asegurar a las personas la vida, la convivencia, el trabajo la justicia, 

la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz. Es por ello que en su artículo 1° se 

consagra el trabajo como uno de los principios fundantes de ese nuevo modelo de 

Estado. 

  

Sobre la nueva orientación del derecho al trabajo que consagró la Constitución de 1991 

la  Corte Suprema de Justicia, cuando ejercía el control constitucional, señaló: 

  

“....de ahí entonces que la reforma hubiese afirmado, de un lado, la necesidad 

social del trabajo como elemento dinámico y de energía propulsora del quehacer 

comunitario que los individuos estaban obligados a aportar como elemento del 

desarrollo general y, de otro lado, hubiese proclamado su dignidad y alto rango 

dentro de los derechos reconocidos al individuo para alcanzar sus propios fines 

de gozar de una vida plena y decorosa para sí mismo y su familia, según principios 

que aceptó y amplió la Constitución de 1991. El trabajo, subordinado o no, es la 

médula de la vida en sociedad y el eje primordial de la existencia humana, de 

manera que el principio constitucional es la consagración de una verdad 

inconcusa. 

“La ley, pues, debe rodear de especiales circunstancias de cuidado y favor, de 

estímulo y apoyo, de garantía y respeto y de realce y exaltación, el trabajo 



humano dentro de los marcos sociales e individuales en los que se 

ubica.”(Sentencia No. 115 Corte Suprema de Justicia Sala Plena. Sep. 26 de 1991).  

  

En relación con la consagración del trabajo en la Constitución de 1991 también esta 

Corporación  tiene dicho: 

  

“Cuando el Constituyente de 1991 decidió garantizar un orden político, 

económico y social justo e hizo del trabajo requisito indispensable del Estado, 

quiso significar con ello que la materia laboral, en sus diversas manifestaciones, 

no puede estar ausente en la construcción de la nueva legalidad”. (Sentencia T-

222 de 1992).  

  

Lo anterior significa que dentro de la nueva concepción del Estado como Social de 

Derecho, debe entenderse la consagración constitucional del trabajo no sólo como 

factor básico de la organización social sino como  principio axiológico de la Carta;  y 

además, que constituye la actividad libre y lícita del hombre, que no sólo contribuye a 

su desarrollo y dignificación personal sino también al progreso de la sociedad, bien que 

se trate de una actividad independiente o subordinada. 

  

El artículo 25 de la Constitución Política dispone que “El trabajo es un derecho y una 

obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. 

Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas.” 

  

El trabajo como derecho, implica una regulación fundada en la libertad para 

seleccionarlo, por lo que, salvo las restricciones legales, consiste  en la realización de 

una actividad libremente escogida por la persona dedicando a ella su esfuerzo 

intelectual o material, sin que puedan impedírselo los particulares ni el Estado a quien, 

por el contrario,  le compete adoptar las políticas y medidas  tendientes a su protección 

y garantía.     

  

Este derecho además, comporta la exigencia de su ejercicio en condiciones dignas y 

justas, es decir, su realización en un entorno sin características humillantes o degradantes 

o que desconozca los principios mínimos fundamentales establecidos por la 



Constitución, y además que permita su desarrollo en condiciones equitativas para el 

trabajador. 

  

La jurisprudencia constitucional también ha considerado el derecho al trabajo como “... 

un derecho fundamental que goza de especial protección del Estado y, es uno de los 

bienes que para todos pretende conseguir la organización social, según el preámbulo, y 

uno de los valores fundamentales de la República, conforme al artículo 1º. Ibídem...” 

(Sentencia T-457 de 1992). Y si bien ha considerado que es susceptible de tutela, la 

prosperidad de la acción en el campo laboral depende de que los derechos que se 

pretenden tutelar consagrados en la Constitución a favor de los trabajadores hayan sido 

desarrollados por la ley o los tratados internacionales, que permitan precisar su 

contenido y delimitar sus alcances.    

  

De lo anterior se puede concluir, que el legislador no está habilitado para  imponer 

límites al trabajo, entendido éste como la facultad de todas las personas de ejercer 

libremente la actividad a la cual deseen dedicarse, pero  sí puede regular el derecho al 

trabajo para determinar su contenido y delimitar sus alcances, siempre bajo condiciones 

dignas y justas y teniendo en cuenta los principios mínimos fundamentales consagrados 

el artículo 53 de la Constitución. 

  

Es por ello que algunas limitaciones del derecho al trabajo que ha establecido el 

legislador, la Corte no las ha considerado como una restricción a la facultad de trabajar. 

Es el caso de la edad de retiro forzoso en el sector público, que se encontró acorde con 

la Constitución con fundamento en estas razones: 

  

“Ante todo, hay que aclarar que una cosa es el derecho al trabajo in genere, que 

abarca la facultad de trabajar, y otra la vocación legal hacia un cargo específico, 

que puede ser, perfectamente, determinada por el legislador, en virtud de la 

voluntad general que representa y del interés común que busca. En el supuesto 

bajo estudio, no se viola el derecho in genere al trabajo, porque la facultad del 

sujeto para trabajar queda intacta. Lo que ocurre es que para el cargo público 

específico, no reúne los requisitos adecuados, según el legislador, para ejercerlo. 

Sería totalmente absurdo que, bajo el argumento de una vocación ilimitada hacia 



cualquier cargo público, se dijera que es inconstitucional cualquier requisito que 

determine condiciones y limitaciones para el desempeño de ese cargo. 

  

“Otro argumento, en fin, es el de que la Constitución Política, de acuerdo con su 

artículo 13, busca que la igualdad sea real y efectiva, y que en principio se ve 

vulnerado por el artículo 31 del Decreto 2400 de 1968, puesto que los mayores 

de 65 años quedan en inferioridad de condiciones, con lo cual, de paso, se 

desconoce la protección especial a los ancianos. 

  

“Los miembros de la tercera edad con esta disposición no quedan en condiciones 

de inferioridad, básicamente por tres motivos: primero, porque ella misma prevé 

que habrá una compensación, es decir, la pensión de vejez, con lo cual se le da 

lo debido en justicia a las personas mayores de 65 años, y no quedan en estado 

de necesidad, ni de indefensión ante la vida. Segundo, porque ya ejercieron su 

derecho específico, con lo cual queda claro que no se les negó tal derecho ni el 

del libre desarrollo de su personalidad. Y tercero, porque al llegar a esa edad  -

además de la pensión- se hacen también acreedores a diversas formas de 

protección por parte del Estado y de la sociedad civil. Como si lo anterior fuera 

poco, es evidente que pueden seguir trabajando en otros oficios, si así lo desean. 

El derecho al trabajo no se concreta en un sólo cargo, se repite, sino que implica 

la facultad del agente para perfeccionar el entorno indeterminado, pero 

determinable”. (Sentencia C-351 de 1995).  

  

Teniendo en cuenta que se ha aludido a los principios mínimos fundamentales en materia 

laboral, y dada la importancia del tema para la solución del asunto bajo revisión, 

considera pertinente la Corte hacer algunas consideraciones en torno al principio de la 

estabilidad laboral según el cual “...se busca asegurar que el empleado goce de una 

certeza mínima en el sentido de que el vínculo laboral contraído no se romperá de 

manera abrupta y sorpresiva, de manera que no esté expuesto en forma permanente a 

perder su trabajo y con él los ingresos que permiten su propio sustento y el de su familia, 

por la decisión arbitraria del patrono” (Sentencia C-016 de 1998). 

  



Garantía que como lo ha determinado esta Corporación no reviste un carácter absoluto, 

como quedó consignado en la Sentencia C-016 de 1998, en la que se declaró la 

constitucionalidad del literal c) del artículo 61 del Código Sustantivo del Trabajo, que 

consagra la posibilidad de terminar el contrato individual de trabajo por expiración del 

plazo fijo pactado. Dijo entonces la Corte que “...El principio de estabilidad en el empleo 

no se opone a la celebración de contratos a término definido. Las relaciones laborales 

no son perennes o indefinidas, pues tanto el empleador como el trabajador, en las 

condiciones previstas en la ley y en el contrato tienen libertad para ponerles fin...”. 

  

Y también reconoció el carácter relativo de la estabilidad laboral al proferir la Sentencia 

C-1341 de 2000  en la que  declaró la constitucionalidad del parágrafo segundo del 

artículo 39 de la Ley 443 de 1998, que consagró que el término de caducidad establecido 

en el Código Contencioso Administrativo para instaurar la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho se contará a partir de la nulidad del acto administrativo 

que originó la supresión del empleo. Dijo entonces “... si bien esta garantía no reviste un 

carácter absoluto, por cuanto no significa un derecho del trabajador a permanecer 

indefinidamente en el cargo, concretándose tan sólo en el contenido de continuidad y 

permanencia que deben revestir las relaciones obrero-patronales, si involucra la 

necesidad de pagar una indemnización cuando dichas expectativas de permanencia 

resultan ser injustificadamente defraudadas...”. 

 

La Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia cuando actuaba como Juez de la Carta, 

también tuvo la oportunidad de pronunciarse sobre este tópico al decidir sobre la 

constitucionalidad del artículo 6° literal d) del numeral 4º y de su parágrafo transitorio 

(parcialmente) de la Ley 50 de 1990, relativo a la terminación unilateral del contrato de 

trabajo sin justa causa, caso en el cual el trabajador tiene derecho al pago de una 

indemnización en los términos señalados en el mismo artículo. Expresó entonces que“...a 

pesar de que el artículo 53 de la nueva Constitución haya comprendido dentro de los 

principios que han de inspirar la legislación laboral el de que ésta consagre el de la 

“estabilidad en el empleo”,  pues no se trata de una estabilidad absoluta e ilímite que 

solamente terminaría con la muerte, sino de una protección razonable y prudente que 

conduzca a la preservación de la vocación de permanencia que tiene la relación laboral, 

dentro de unas condiciones económicas y de mercado concretas y prácticas, así como a 



lograr la indemnidad del trabajador....”. (Sentencia No. 115 Corte Suprema de Justicia 

Sala Plena, 26 de Septiembre de 1991).  

 

o Artículo 83. Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán 

ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que 

aquellos adelanten ante estas. 

 

PRINCIPIO DE LA BUENA FE-Definición/PRINCIPIO DE LA BUENA FE-No es absoluto 

  

La jurisprudencia constitucional ha definido el principio de buena fe como aquel que 

exige a los particulares y a las autoridades públicas ajustar sus comportamientos a una 

conducta honesta, leal y conforme con las actuaciones que podrían esperarse de una 

“persona correcta (vir bonus)”. Así la buena fe presupone la existencia de relaciones 

reciprocas con trascendencia jurídica, y se refiere a la “confianza, seguridad y 

credibilidad que otorga la palabra dada” 

  

BUENA FE-Presunción general/BUENA FE-Alcance/PRESUNCION DE LA BUENA FE DE 

PARTICULARES Y EL ESTADO EN SUS RELACIONES/PRESUNCION DE LA BUENA FE-

Admisión de prueba en contrario. 

 

La Corte ha señalado que la buena fe es un principio que de conformidad con 

el  artículo 83 de la Carta Política se presume y conforme con este (i) las actuaciones de 

los particulares y de las autoridades públicas deben estar gobernadas por el principio de 

buena fe y; (ii) ella se presume en las actuaciones que los particulares adelanten ante las 

autoridades públicas, es decir en las relaciones jurídico administrativas, pero 

dicha presunción solamente se desvirtúa con los mecanismos consagrados por el 

ordenamiento jurídico vigente, luego es simplemente legal y por tanto admite prueba 

en contrario. 

  

BUENA FE-Evolución de principio a postulado constitucional/BUENA FE-Alcance como 

postulado constitucional. 

 



La Corte Constitucional ha considerado que en tanto la buena fe ha pasado de ser un 

principio general de derecho para transformarse en un postulado constitucional,  su 

aplicación y proyección ha adquirido nuevas implicaciones, en cuanto a su función 

integradora del ordenamiento y reguladora de las relaciones entre los particulares y 

entre estos y el Estado, y en tanto postulado constitucional, irradia las relaciones 

jurídicas entre particulares, y por ello la ley también pueda establecer, en casos 

específicos, esta presunción en las relaciones que entre ellos se desarrollen. 

 

(…) 

 

En este orden de ideas la jurisprudencia constitucional ha definido el principio de buena 

fe como aquel que exige a los particulares y a las autoridades públicas ajustar sus 

comportamientos a una conducta honesta, leal y conforme con las actuaciones que 

podrían esperarse de una “persona correcta (vir bonus). En este contexto, la buena fe 

presupone la existencia de relaciones reciprocas con trascendencia jurídica, y se refiere 

a la “confianza, seguridad y credibilidad que otorga la palabra dada”  

 

En este sentido la Corte ha señalado que la buena fe es un principio que “de 

conformidad con el  artículo 83 de la Carta Política se presume, y dicha presunción 

solamente se desvirtúa con los mecanismos consagrados por el ordenamiento jurídico 

vigente”. 

 

Concretamente con respecto al contenido concreto del artículo 83 superior, debe la 

Corte indicar que conforme con este (i) las actuaciones de los particulares y de las 

autoridades públicas deben estar gobernadas por el principio de buena fe y; (ii) ella se 

presume en las actuaciones que los particulares adelanten ante las autoridades públicas, 

es decir en las relaciones jurídico administrativas. 

 

Adicionalmente también ha estimado que la presunción de buena fe establecida en el 

artículo superior respecto de las gestiones que los particulares adelanten ante las 

autoridades públicas, es simplemente legal y por tanto admite prueba en contrario.  

 



Estima la Corte, que en tanto la buena fe es un postulado constitucional, irradia las 

relaciones jurídicas entre particulares, y por ello la ley también pueda establecer, en 

casos específicos, esta presunción en las relaciones que entre ellos se desarrollen. 

 

Por lo tanto observa la Corte que no se trata por esencia de un principio absoluto, y es 

por ello que la Corte Constitucional también ha admito la posibilidad de que, 

excepcionalmente, la ley  establezca la presunción de mala fe, y le atribuya los efectos 

que considere en cada caso, lo cual se traduce en si se admite o no prueba en contrario 

en cada caso. 

 

o Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en 

todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí 

misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. La protección 

consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o 

se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá 

impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, este lo remitirá a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. Esta acción solo procederá cuando el 

afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice 

como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En ningún caso 

podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. La ley 

establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares 

encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y 

directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado 

de subordinación o indefensión. 

 

 Sentencia T-022/17 

 Sentencia T-062/18 

 Radicación: 110014003-061-2020–00421-00 (JUZGADO SESENTA Y UNO CIVIL 

MUNICIPAL transformado transitoriamente por el Acuerdo PCSJA18-11127 de 2018 

en JUZGADO CUARENTA Y TRES (43) DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA 

MULTIPLE DE BOGOTÁ D.C. Carrera 10 Nº 14 – 33 Piso 14 - Bogotá D.C. – Colombia 



 Sentencia T-810/11 

 Sentencia T-227/22 

 

o Artículo 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son 

independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que 

establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales 

se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento 

será desconcentrado y autónomo.  

 

o Artículo 229. Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración 

de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la representación de 

abogado.  

 

o Artículo 230. Los jueces, en sus providencias, solo están sometidos al imperio de la 

ley. La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina 

son criterios auxiliares de la actividad judicial. 

 

Es necesario mencionar de nuevo que las decisiones que se tomaron en la Unidad Residencial 

Altamira P.H. no solamente fueron enmarcadas dentro de la irregularidad, dentro del marco 

normativo insatisfecho por la ley, dentro de una mala fe que a bien se puede probar, dentro 

de unas decisiones que fueron fragantemente vulneradoras al derecho al trabajo, a la sana 

convivencia, a la paz, al marco legal y sobretodo, fueron basadas en hechos penamente 

reprochables por parte de la Señora ex administradora MARÍA VICTORIA MENDOZA 

HINESTROZA, entonces, es por este motivo que se pretende que su Señoría encamine esta 

decisión a garantizar ese derecho fundamental que tengo de trabajar de forma honesta, 

organizada y sobretodo, bajo un parámetro de seguridad no solo jurídica sino personal. 

 

De lo anterior se colige que existe un fundamento legal y constitucional para proteger mis 

derechos fundamentales al trabajo y demás enunciados anteriormente, más aún cuando a 

través de éste se propende por la protección del bien común. 

 

En virtud de lo anterior solicito respetuosamente se me concedan las siguientes: 

 



PRETENSIONES 

 

PRIMERA. – Solicito a su Señoría de manera respetuosa PROTEGER mi derecho fundamental 

al TRABAJO, consagrado en el artículo 25 de la Constitución Política de Colombia. 

 

SEGUNDA. – Solicito a su Señoría de manera respetuosa PROTEGER mi derecho fundamental 

a la BUENA FE, consagrado en el artículo 83 de la Constitución Política de Colombia. 

 

TERCERA. – Solicito a su Señoría de manera respetuosa PROTEGER mi derecho fundamental 

a la ACCIÓN DE TUTELA, consagrado en el artículo 86 de la Constitución Política de 

Colombia. 

 

CUARTA. – Solicito a su Señoría de manera respetuosa PROTEGER mi derecho fundamental 

a la ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, consagrado en el artículo 228 de la Constitución 

Política de Colombia. 

 

QUINTA. – Solicito a su Señoría de manera respetuosa PROTEGER mi derecho fundamental 

a la ACCESO A LA JUSTICIA, consagrado en el artículo 229 de la Constitución Política de 

Colombia. 

 

SEXTA. – Solicito a su Señoría de manera respetuosa PROTEGER mi derecho fundamental 

consagrado en el artículo 230 de la Constitución Política de Colombia. 

 

SÉPTIMA. – Solicito a su Señoría se AMPARE mi derecho a recibir todos y cada uno de los 

beneficios como Administrador de la Unidad Residencial Altamira P.H. respecto a todo lo 

que deviene de dicho cargo. 

 

JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad de juramento, manifiesto a su Señoría que no he promovido Acción de 

Tutela alguna por los mismos hechos ni otra acción jurídica ante otra autoridad judicial 

respecto a este tema. 

 



ELEMENTOS MATERIALES DE PRUEBA 

 

1. ACTA DE REUNIÓN EXTRAORDINARIA 01 DEL 09 DE JULIO DE 2023, en la cual el 

Consejo de Administración decide el nombramiento de la Señora MARÍA VICTORIA 

MENDOZA HINESTROZA, firmada por la Señora MARÍA NANCY VALENCIA 

CORREA en calidad de Presidente y el Señor GILDARDO MONTOYA en calidad de 

Secretario. 

2. ACTA DE REUNIÓN EXTRAORDINARIA DEL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN N° 

02 de fecha viernes 02 de febrero de 2024, en la cual se decide por parte de los 

miembros del Consejo de Administración DAR POR FINALIZADO EL CONTRATO 

CON JUSTA CAUSA CON LA ADMINISTRADORA MARÍA VICTORIA MENDOZA 

HINESTROZA, firmado por los Señores MARÍA NANCY VALENCIA CORREA en 

calidad de Presidente, GILDARDO MONTOYA en calidad de Secretario, HERNÁN 

DARIO SOTO en calidad de Consejero, HECTOR ALEXANDER VARÓN F. en calidad 

de Consejero y LUIS FERNANDO BENITEZ en calidad de Consejero. 

3. Documento autenticado ante la Notaría 16 del Círculo de Medellín, el cual se 

referencia TERMINACIÓN DEL CONTRATO LABORAL POR PARTE DEL 

EMPLEADOR CON JUSTA CAUSA con destino a la Señora MARÍA VICTORIA 

MENDOZA HINESTROZA, firmado por los Señores MARÍA NANCY VALENCIA 

CORREA en calidad de Presidente, GILDARDO MONTOYA en calidad de Secretario, 

HERNÁN DARIO SOTO en calidad de Consejero, HECTOR ALEXANDER VARÓN F. 

en calidad de Consejero y LUIS FERNANDO BENITEZ en calidad de Consejero; y 

autenticado en la Notaría por los Señores MARÍA NANCY VALENCIA CORREA en 

calidad de Presidente, GILDARDO MONTOYA en calidad de Secretario. 

4. Contrato de Prestación de Servicios de Administración suscrito entre JUAN 

GUILLERMO ZAPATA CARMONA (EL ADMINISTRADOR) y MARÍA NANCY 

VALENCIA C. (PRESIDENTE CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN) suscrito el día 03 de 

febrero de 2024, y autenticado en la Notaría 16 del Círculo de Medellín el día 05 de 

febrero de 2024. 

5. https://www.facebook.com/share/v/feTfZLez9DyhZ3CK/?mibextid=oFDknk Link del 

video que aparece en la re social Facebook, donde se muestra que efectivamente el 

Consejo de Administración encabezado por la Señora MARÍA NANCY VALENCIA C. 

JAMÁS FUE DE FORMA ARBITRARIA A LA OFICINA DE LA ANTIGUA 

https://www.facebook.com/share/v/feTfZLez9DyhZ3CK/?mibextid=oFDknk


ADMINISTRADORA SEÑORA MARÍA VICTORIA MENDOZA HINESTROZA A 

SACARLA NI MUCHO MENOS. Este video Señoría será útil en la Fiscalía General de 

la Nación y en las demás actuaciones que posteriormente se iniciarán por parte de 

este servidor. 

 

NOTIFICACIONES 

 

ACCIONANTE: Las recibiré en el correo electrónico gerencia.grupojuridico@gmail.com. 

 

ACCIONADO: Tanto la Señora MARÍA VICTORIA MENDOZA HINESTROZA como los 

demás sujetos, se notificarán en la Calle 77 C N° 74 – 100, sector Robledo de la ciudad de 

Medellín. 

 

Respetuosamente a su Señoría. 

 

 

 

JUAN GUILLERMO ZAPATA CARMONA 

C.C. N° 15.370.535 expedida en Medellín 

mailto:gerencia.grupojuridico@gmail.com
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